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O F I C I O  
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FECHA:    17-10-2008 (nº salida 3425-20-10-08) 

ASUNTO: Consulta sobre designación de coordinadores en obras sin proyecto. 

 

DESTINATARIO:  D. Gonzalo Juste Ortega. ANEPA (Asociación nacional de entidades preventivas acreditadas). 
 

 

 
 
 
La Asociación Nacional de Entidades Preventivas Acreditadas remite escrito de consulta 
en el que al tiempo que solicita el criterio de este Centro Directivo sobre la necesidad de 
designar coordinador en las obras sin proyecto, expone el criterio que desde esa 
Asociación se viene transmitiendo a sus asociados: “Siguiendo las indicaciones 
marcadas por la Guía Técnica del RD 1627/97 publicada por el INSHT, en aquellas 
obras donde no fuera necesario redactar un Proyecto de ejecución por encontrarse en 
los casos planteados en dicha Guía (obras de emergencia, corta duración o por no ser 
exigible en función de los requerimientos administrativos a través de las Ordenanzas 
Municipales y demás normativa que fuere de aplicación), el promotor no tiene la 
obligación de designar a un coordinador de seguridad y salud en fase de ejecución por 
no existir proyecto y por tanto dirección facultativa donde se integre dicha figura.” En 
relación con su consulta se informa lo siguiente: 
 
1. En primer lugar hay que señalar que el Real Decreto 1627/1997, de 24 de 
octubre, por el que se aprueban las disposiciones mínimas de seguridad y salud en las 
obras de construcción, incluye en su ámbito de aplicación a cualquier obra de 
construcción (cualquier obra, pública o privada, en la que se efectúen trabajos de 
construcción o ingeniería civil cuya relación no exhaustiva figura en el anexo I), con 
independencia de su tamaño, de su duración, y de que sea o no legalmente exigible un 
proyecto de ejecución. Pero también es cierto que no todas las obligaciones 
establecidas en el real decreto alcanzan a todo tipo de obras. Este Centro Directivo 
consideró acertada la diferenciación establecida en el Acuerdo adoptado en el seno del 
grupo de trabajo de construcción de la Comisión Nacional de Seguridad y Salud en el 
Trabajo, así como en la Guía Técnica que sobre el real decreto elaboró el Instituto 
Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo, respecto a las obligaciones existentes 
para los obras con o sin proyecto de ejecución. 
 
Existe, sin embargo, una cuestión concreta respecto a la cual la normativa aprobada con 
posterioridad al Real Decreto 1627/1997, a la adopción del Acuerdo y a la publicación de 
la Guía, obligó a modificar el criterio. Esta cuestión es la relativa a la obligatoriedad de 
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designar coordinador en las obras de construcción en las que no es legalmente exigible 
contar con proyecto de ejecución. Ciertamente, el criterio dominante fue que la 
designación del coordinador en materia de seguridad y salud durante la ejecución de la 
obra únicamente podía exigirse cuando la obra contase con proyecto de ejecución. 
 
La razón fundamental para llegar a este criterio se basó en la definición de coordinador 
en materia de seguridad y salud durante la ejecución de la obra (“el técnico competente 
integrado en la dirección facultativa, designado por el promotor para llevar a cabo las 
tareas que se mencionan en el artículo 9”). Efectivamente, de esta definición podría 
deducirse que el coordinador, puesto que ha de estar integrado en la dirección 
facultativa, únicamente debe ser nombrado en las obras que cuenten con proyecto ya 
que estas son las que cuentan con dirección facultativa.  
 
2. Sin embargo, este Centro Directivo considera que el criterio no puede 
mantenerse tras la entrada en vigor del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, por 
el que se desarrolla el artículo 24 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales, en materia de coordinación de actividades 
empresariales. Este real decreto, que tiene por objeto el desarrollo del artículo 24 de la 
Ley 31/1995 e incluye disposiciones que tienen el carácter de normas mínimas para la 
protección de la seguridad y salud de los trabajadores en los supuestos de coordinación 
de actividades empresariales, incluye en su preámbulo un párrafo aclaratorio sobre la 
disposición adicional respecto a la aplicación en las obras de construcción: “Si bien las 
obras se seguirán rigiendo por su normativa específica y sus propios medios de 
coordinación sin alterar las obligaciones actualmente vigentes (estudio de seguridad y 
salud en el trabajo durante la fase de proyecto elaborado a instancias del promotor, 
existencia de un coordinador de seguridad y salud durante la realización de la obra, plan 
de seguridad y salud realizado por el contratista...), esa normativa específica resultará 
enriquecida por lo establecido en este real decreto a través de la información preventiva 
que deben intercambiarse los empresarios concurrentes en la obra y mediante la 
clarificación de las medidas que deben adoptar los diferentes sujetos intervinientes en 
las obras”. 
 
Este Centro Directivo considera que actualmente existe la obligación legal de que en 
cualquier tipo de obra, y no únicamente las que tengan obligación normativa específica 
de contar con proyecto, el promotor debe designar un coordinador en materia de 
seguridad y salud durante la ejecución de la obra, siempre que en la misma intervenga 
más de una empresa, o una empresa y trabajadores autónomos o diversos trabajadores 
autónomos. 
 
En efecto, tanto el mencionado preámbulo, que deja claro que las obras se seguirán 
rigiendo por su normativa específica y sus propios medios de coordinación (y el allí 
establecido es la designación de coordinador), como la propia disposición adicional 
primera, cuya letra c) dispone que los medios de coordinación en el sector de la 
construcción serán los establecidos en Real Decreto 1627/1997, de 24 de octubre, y en 
la disposición adicional decimocuarta de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de 
Prevención de Riesgos Laborales, no ofrecen dudas a la interpretación. El Real Decreto 
171/2004 obliga al establecimiento de determinados medios de coordinación entre 
los que se incluye la designación de una o más personas encargadas de la 
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coordinación de las actividades preventivas, y su disposición adicional, relativa a 
la aplicación del real decreto en las obras de construcción, especifica que los 
medios de coordinación serán los establecidos en el Real Decreto 1627/1997 (e 
insistimos que allí el medio previsto es el coordinador), luego en el ámbito de las 
obras de construcción necesariamente debe designarse un coordinador durante la 
ejecución de la obra, tenga esta o no obligación legal de contar con proyecto. La 
disposición adicional deja claro que el medio de coordinación utilizado en las obras, con 
o sin proyecto, únicamente puede ser la designación del coordinador y que el resto de 
los medios de coordinación del artículo 11 pueden darse pero con carácter de 
complementarios (y no sustitutos) si las empresas concurrentes desean aplicarlos. 
 
3. Por otro lado, carecería de toda lógica que, tras la aprobación de una norma 
específica sobre coordinación de actividades empresariales, con un artículo 13 donde se 
especifican las condiciones necesarias para la designación de un coordinador de 
actividades preventivas, una obra de construcción de cierta envergadura, en la que 
intervengan varias empresas, no requiriese la designación de coordinador durante la 
ejecución de la obra por el hecho de que la misma no cuente con proyecto y, por tanto, 
con dirección facultativa. 
 
Resultaría, así, paradójico, que la remisión del Real Decreto 171/2004, de 30 de enero, 
al Real Decreto 1627/1997, en esta materia, tuviera como consecuencia que las obras 
de construcción sin proyecto fueran los únicos centros de trabajo en los que, 
interviniendo varias empresas, no existieran medios de coordinación.  
 
4. Esta interpretación tampoco entra en contradicción con lo dispuesto en el Real 
Decreto 1627/1997, porque, como comentamos al inicio del informe, este se aplica a 
todo tipo de obras (con o sin proyecto) y, en realidad, la base de la definición de 
coordinador es que éste sea un técnico competente, que deberá estar integrado en la 
dirección facultativa, si esta existe, pero sin que pueda supeditarse la obligatoriedad de 
la designación del coordinador a la circunstancia de que no exista dirección facultativa. 
Una cosa es que, si hay dirección facultativa, el coordinador deba integrarse en ella, y 
otra bien distinta es que la ausencia de dirección facultativa tenga como consecuencia la 
falta de designación de coordinador en los casos en que la norma prevé la existencia de 
esa figura. 
 
Además, tampoco puede dejar de señalarse que el artículo 3.2 no condiciona la 
exigencia de coordinador en materia de seguridad y salud durante la ejecución de la 
obra a la existencia de un proyecto de ejecución. Así, la redacción del apartado 2 
(“cuando en la ejecución de la obra intervenga más de una empresa, o una empresa y 
trabajadores autónomos o diversos trabajadores autónomos, el promotor, antes del inicio 
de los trabajos o tan pronto como se constate dicha circunstancia, designará un 
coordinador en materia de seguridad y salud durante la ejecución de la obra”), 
condiciona la exigencia para el promotor de designar un coordinador únicamente a la 
circunstancia de que en la ejecución de la obra intervenga más de una empresa, o una 
empresa y trabajadores autónomos o diversos trabajadores autónomos. 
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5. En último lugar debe realizarse la advertencia de que el criterio que acaba de ser 
expuesto no constituye sino la opinión de este Centro directivo, que se expone a título 
meramente informativo en contestación a la consulta planteada, toda vez que la 
competencia para la interpretación y aplicación de las disposiciones jurídico-laborales 
corresponde en exclusividad en nuestro Derecho, en caso de conflicto, a los órganos 
jurisdiccionales del orden social. 
 

 
EL DIRECTOR GENERAL 

P.D. EL SUBDIRECTOR GENERAL 
 
 
 

Gonzalo Giménez Coloma 
 
 
 
 
 
 
 


